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Resumen: ante la necesidad de poner en marcha las energías 
renovables para hacer frente a la crisis climática, este breve do-
cumento aborda el efecto colateral negativo de esta transición 
energética hacia los pueblos y comunidades indígenas, genera-
do por el olvido de la dimensión social, cultural y consuetudi-
naria, ligado a la desprotección de sus derechos humanos y al 
ataque a los defensores ambientales. Se enfatiza en el respe-
to del derecho a la consulta previa, libre e informada para una 
descarbonización justa, una obligación a cargo del Estado, pero 
sin exonerar el deber de debida diligencia de las empresas en 
materia de derechos humanos.

Abstract: given the need to implement renewable energies to 
confront the climate crisis, this brief document addresses the 
negative collateral effect of this energy transition towards indi-
genous peoples and communities, generated by the forgetting 
of the social, cultural and customary dimension, linked to the 
lack of protection of their human rights and the attack on en-
vironmental defenders. Emphasis is placed on respect for the 
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right to prior, free and informed consultation for just decarbo-
nization, an obligation to the State, but without exemption the 
duty of corporate human rights due diligence.
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I. Introducción

Debido al calentamiento global antropogénico estamos enfren-
tando cambios en el sistema climático de gran magnitud, sin em-
bargo, las medidas adoptadas no han sido suficiente para prevenir 
las consecuencias, para mitigarlas en necesario reducir drástica-
mente las emisiones de los gases de efecto invernadero (GEI), 
especialmente de dióxido de carbono (CO2). Las procedentes de 
la quema de combustibles fósiles y de los procesos industriales 
son las que más contribuyen a su aumento, basta señalar que en 
el año 2022 representaron alrededor de dos tercios de las emisio-
nes de GEI, donde el sector de suministro de energía es la fuente 
dominante de emisiones, en este momento, representan el 86% 
del CO2 mundial,1 lo cual se debe a que la generación de energía, 
primordialmente, sigue siendo a base del uso del petróleo, car-
bón y gas natural.

1	   United Nations Environment Programme, Emissions gap report 2023: 
broken record. Temperatures hit new highs, yet world fails to cut emissions 
(again), Nairobi, UNEP, 2023, pp. XVI y XXIII.
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De ahí que exista un acuerdo generalizado en la necesidad  
de descarbonizar2 al sistema energético para mantener la viabili-
dad de cumplir el objetivo del Acuerdo de París, consistente en li-
mitar el aumento de la temperatura global por debajo de los 2º C. 
Esta transición energética implica el abandono progresivo de las 
fuentes fósiles, la adopción acelerada de energías renovables (di-
versificadas) ligado al necesario desarrollo de la cadena de sumi-
nistros, así como la introducción de nuevas tecnologías y explo-
tación de diversos recursos de interés estratégico para transitar 
hacia una renovada industria energética, no obstante, esta tam-
bién debe ser justa para evitar los conflictos socioambientales y 
la intensificación de las desigualdades sistémicas existentes de los 
pueblos y comunidades indígenas involucradas en este proceso.

En este último punto enfocaremos estas breves líneas: el 
efecto colateral de la transición energética generado por el ol-
vido de la dimensión social, cultural y consuetudinaria, ligado a 
la desprotección de los derechos humanos de los afectados y al 
ataque a los defensores ambientales, cada vez en aumento. De 
acuerdo con el documento (In)justica energética en América La-
tina, publicado en 2021, a nivel global esta región abarca el 61% 
de los reclamos por abusos en el desarrollo de proyectos de ener-
gías renovables (básicamente hidroeléctrica, eólica y solar), al 
respecto se destaca que de 2010 a 2020 los casos reportados por 
violaciones a derechos humanos aumentaron un 1050%; México, 
aun con su incipiente transición hacia las energías renovables, es 
uno de los países con mayor incidencia, pues representa el 27% 
de los casos, siendo el sector eólico responsable del 63% de todos 

2	 De acuerdo con el Glosario del IPCC, la descarbonización se entiende 
como el “proceso mediante el cual países, personas u otras entidades pro-
curan lograr una existencia sin consumo de carbono de origen fósil. La 
descarbonización generalmente hace referencia a la reducción de las emi-
siones de carbono asociadas a la electricidad, la industria y el transporte.” 
IPCC, “Anexo I: Glosario” en Masson-Delmotte Valérie et al. (eds.), Calen-
tamiento global de 1,5 °C, Informe especial del IPCC sobre los impactos del 
calentamiento global de 1,5 ºC con respecto a los niveles preindustriales y las 
trayectorias correspondientes que deberían seguir las emisiones mundiales de 
gases de efecto invernadero, en el contexto del reforzamiento de la respuesta 
mundial a la amenaza del cambio climático, el desarrollo sostenible y los es-
fuerzos por erradicar la pobreza, OMN, PNUMA, 2019, pp. 78 y 79.
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los abusos contra los derechos humanos.3 Si bien es necesaria la 
descarbonización del sistema energético, esta no debe ser a costa 
de la transgresión a los derechos a la tierra y el territorio, los de-
rechos indígenas, el derecho al medio ambiente sano, el derecho 
a la consulta previa, libre e informada, y mucho menos mediante 
el ataque a personas defensoras del ambiente y de los derechos 
humanos.4

Respecto a este último punto, en el Informe sobre la situación 
de las personas y comunidades defensoras de los derechos humanos 
ambientales en México 2023,5 elaborado por el Centro Mexicano 
de Derecho Ambiental (CEMDA), para el periodo del 1 de ene-
ro al 31 de diciembre de 2023 se documentaron 123 eventos de 
agresión en contra de personas y comunidades defensoras de de-
rechos humanos ambientales, en cuyos eventos se identificaron 
282 agresiones (homicidios, ataques sexuales, daños a propiedad, 
intimidación, hostigamiento). En cuanto al sector en el que suce-
den las agresiones, en este año el energético no ocupó un lugar 
preponderante, son menos de 5 casos, sin embargo, durante el 
año 2021, conforme al Informe sobre la situación de las personas 
y comunidades defensoras de los derechos humanos ambientales en 
México, 2021, el sector de energía eléctrica ocupó el tercer lugar 
con 17 eventos de agresión (15.7% del total), entre los proyectos 
desarrollados dentro del sector se encuentran los parques eóli-
cos; a su vez se destaca que en este año se identificó al sector 
energético como el más letal con un total de 8 asesinatos; y res-
pecto al tipo de agresiones perpetradas, además del homicidio, 
se identificó la intimidación y las amenazas como las más fre-

3	 Conforme al Índice de Energías Renovables y Derechos Humanos publica-
do en 2023, en la distribución geográfica de las denuncias graves, México 
junto con Brasil y Colombia, son los tres países de América Latina que 
encabezan las estadísticas. Avan, Carolina, Índice de energías renovables y 
derechos humanos. Hallazgos clave de los sectores eólico y solar, Centro de 
Información sobre Empresas y Derechos Humanos, 2023, p. 71.

4	 Véase Hudlet Vázquez, Karen y Hodgkins, (In)justicia energética en Améri-
ca Latina, Business & Human Rights Resources Centre, 2021, pp. 4, 5 y 20.

5	 CEMDA, Informe sobre la situación de las personas y comunidades defenso-
ras de los derechos humanos ambientales en México 2023, México, CEMDA, 
2024, pp. 14 y 37.
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cuentes.6 Por otro lado, si tomamos en consideración la cifra con-
centrada entre 2012 y 2018, los datos son alarmante, pues en el 
29% del total de los casos, las agresiones ocurrieron en proyectos 
energéticos: hidroeléctricos con 66 casos y eólicos con 53, donde 
la mayoría de las agresiones están relacionadas con el proyecto 
eólico en Juchitán de Zaragoza, de ahí que Oaxaca ha sido el lugar 
con mayor número de ataques.7

II. La justicia procesal y el reclamo  
del derecho a la consulta

De acuerdo con la literatura,8 destacamos cuatro aspectos que 
contempla la transición energética justa, sin ánimo de ser ex-
haustivos: 1) La justicia distributiva: reparto equitativo de be-
neficios y cargas en la producción y consumo de energía; 2) La 
justicia procesal: acceso a la información y participación efectiva 
para la toma de decisiones en la planificación e implementación 
de un proyecto de energía; 3) Justicia basada en el reconocimien-
to: reconocer poblaciones excluidas, marginadas y afectadas en 
la transición energética. Así mismo implica, el reconocer la plu-
ralidad de la perspectiva social, étnica, cultural, racial; y 4) El 
derecho a resistir: derecho a resistir a proyectos energéticos no 
deseados por los pueblos, comunidades o poblaciones vulnera-
bles, a razón de las cargas en sus terrenos o territorios.

6	 CEMDA, Informe sobre la situación de las personas y comunidades defenso-
ras de los derechos humanos ambientales en México 2021, México, CEMDA, 
2022, pp. 35 y 36.

7	 CEMDA, Informe sobre la situación de las personas y comunidades defenso-
ras de los derechos humanos ambientales en México 2019, México, CEMDA, 
2020, pp. 16-18.

8	 Véase Borbolla, Catalina Gaxiola, “Percepción de los ciudadanos como ac-
tores en la transición energética, desde un enfoque de justicia”, Espiral Es-
tudios sobre Estado y Sociedad, vol. XXX, núm. 87, mayo-agosto, 2023, pp. 
41 y 42; Tigre, María Antonia et al., Litigio por la transición justa en América 
Latina. Una categorización inicial de los casos de litigio climático en medio de 
la transición energética, Nueva York, Sabin Center for Climate Change Law, 
2023, pp. 8-10, 34-37; Hudlet Vázquez, Karen y Hodgkins, op. cit., pp. 7 y 
8; Mccauley, Darren et al., “Advancing energy justice: the triumvirate of 
tenets”, International Energy Law Review, núm. 3, 2013, pp. 1-3.
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 En este contexto, en la descarbonización del sector energético 
las comunidades indígenas han sido afectadas desproporcionada-
mente ante la violación de sus derechos de acceso (participación, 
información y acceso a la justicia), ligado a la transgresión de múl-
tiples derechos humanos y en específico con el derecho a un me-
dio ambiente sano. De ahí que, el desarrollo de proyectos de ener-
gías renovables como centrales hidroeléctricas y parques solares 
o eólicos han sido impugnados ante las cortes internacionales y 
nacionales, malinterpretando, social y gubernamentalmente, estas 
demandas como contrarias a la tan urgente transición energética, 
ello al considerar que obstaculizan la descarbonización y la acción 
climática, lo que a su vez, incluso se ha vinculado con la estigmati-
zación de personas y comunidades defensoras del medio ambien-
te, tierra y territorio. Sin embargo, es claro que un proyecto de  
descarbonización no puede tener cómo único fin la reducción  
de emisiones de GEI, sino que además debe cumplir con otras di-
mensiones, tales como la social basada en la garantía y protección 
de derechos humanos, si es que en realidad queremos transitar ha-
cia sociedades justas, resilientes y sostenibles, ello de acuerdo con 
los objetivos de la Agenda 2030, y dos de sus principales principios: 

1) Enfoque basado en los derechos humanos, donde las po-
líticas, planes, programas, proyectos, etc. no son ajenos al cum-
plimiento de derechos y obligaciones en materia de derechos 
humanos (civiles, políticos, económicos, sociales y culturales), 
de modo que los instrumentos vinculantes y no vinculantes de 
derechos humanos deben ser la guía para todos los sectores: pú-
blico, privado y social.

2) No dejar a nadie atrás, que tiene entre sus fines poner fin a 
la discriminación, la exclusión, reducir desigualdades y vulnera-
bilidades, cuya puesta en práctica debe verse reflejado en leyes, 
políticas y prácticas sociales, donde su efectiva implementación 
y ejecución es crucial para reducir las desigualdades.

En este tenor, nos remitiremos concretamente a la justicia 
procesal, a razón de que México tiene el número más alto de de-
nuncias de abusos contra el derecho al consentimiento previo, li-
bre e informado, siendo uno de los derechos humanos más trans-
gredidos en nuestro país.9

9	 Hudlet Vázquez, Karen y Hodgkins, op. cit., p. 13.
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El derecho a la consulta de comunidades y pueblos indígenas 
antes de adoptar una acción o medida susceptible de afectación a 
sus derechos e intereses, en el sistema jurídico mexicano deriva 
de la interpretación del artículo 2 constitucional y los artículos 6 
y 7 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Traba-
jo Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes. 
Conforme a estándares nacionales e internacionales la consulta 
debe ser previa, libre, informada, culturalmente adecuada y de 
buena fe.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) 
reconoce los requisitos esenciales en los siguientes términos:

a)	 previa al acto, toda vez que debe llevarse a cabo durante 
la fase de planificación del proyecto, con suficiente ante-
lación al comienzo de las actividades de ejecución; 

b)	 culturalmente adecuada, ya que debe respetar sus cos-
tumbres y tradiciones, considerando en todo momento 
los métodos tradicionales que utilizan en la toma de sus 
decisiones; en ese sentido, las decisiones que las comuni-
dades indígenas tomen de acuerdo con el ejercicio de sus 
usos y costumbres deben respetarse en todo momento, 
lo que implica que las autoridades deben llevar a cabo la 
consulta, a través de medios e instrumentos idóneos para 
las comunidades indígenas, de suerte que la falta de ac-
ceso a las tecnologías de la información, no signifique un 
menoscabo en el ejercicio de este derecho; 

c)	 informada, al exigir la existencia de información preci-
sa sobre la naturaleza y consecuencias del proyecto, de-
biendo adoptar todas las medidas necesarias para que sea 
comprensible, por lo que si así lo requiere el caso con-
creto, deberá ser proporcionada en las lenguas o idiomas 
de las comunidades o pueblos involucrados, así como con 
todos los elementos necesarios para su entendimiento, 
de manera que los tecnicismos científicos no constituyan 
una barrera para que las comunidades puedan emitir una 
opinión; y 

d)	 de buena fe, pues la consulta exige la ausencia de cual-
quier tipo de coerción por parte del Estado o de particu-
lares que actúen con su autorización o aquiescencia. Asi-
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mismo, debe efectuarse fuera de un ambiente hostil que 
obligue a las comunidades o pueblos indígenas a tomar 
una decisión viciada o precipitada.10

Este último inciso vinculado al requisito de que la consulta 
debe ser libre, pues esta implica que se realice sin ninguna coer-
ción, intimidación o manipulación; así mismo, la SCJN ha señala-
do que el impacto significativo constituye un elemento esencial para 
que el derecho a la consulta proceda, en este sentido:

[S]e ha identificado —de forma enunciativa mas no limitativa— una 
serie de situaciones genéricas consideradas de impacto significativo 
para los grupos indígenas como: 1) la pérdida de territorios y tierra 
tradicional; 2) el desalojo de sus tierras; 3) el posible reasentamien-
to; 4) el agotamiento de recursos necesarios para la subsistencia 
física y cultural; 5) la destrucción y contaminación del ambiente 
tradicional; 6) la desorganización social y comunitaria; y 7) los im-
pactos negativos sanitarios y nutricionales, entre otros. Por tanto, 
las autoridades deben atender al caso concreto y analizar si el acto 
impugnado puede impactar significativamente en las condiciones 
de vida y entorno de los pueblos indígenas.11

Cuyos impactos están fuertemente vinculados con la efectiva 
garantía y protección a los derechos a la libre determinación de 
los pueblos, al medio ambiente sano, al agua, a la alimentación, a 
la salud, entre otros. El Informe del Relator Especial sobre la situa-
ción de los derechos humanos y libertades fundamentales de los de-
rechos indígenas, presentado en 2009, puso de manifiesto que el 
objeto de las “consultas con los pueblos indígenas en los procesos 
de decisiones que los afecten tiene por objeto poner fin al mode-
lo histórico de exclusión del proceso de adopción de decisiones 
con el objeto de que en el futuro las decisiones importantes no se 
impongan a los pueblos indígenas y que estos puedan prosperar 
como comunidades distintas en las tierras en que, por su cultura, 

10	 Tesis 2a. XXVII/2016 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 31, junio de 2016, t. II, p. 1213. PUEBLOS Y COMUNIDADES IN-
DÍGENAS. EN SU DERECHO A SER CONSULTADOS, EL ESTÁNDAR DE 
IMPACTO SIGNIFICATIVO CONSTITUYE ELEMENTO ESENCIAL PARA 
QUE PROCEDA. 

11	 Idem.
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están arraigados”;12 es decir, en el tema que nos ocupa, poner fin 
al colonialismo energético.13

A su vez, el Relator también destacó que: “la falta de una 
consulta apropiada lleva siempre a situaciones conflictivas en 
que los indígenas manifiestan su cólera y su desconfianza y que, 
en algunos casos, han degenerado en actos de violencia”,14 ya lo 
decíamos anteriormente, esto no se traduce en oposiciones a la 
transición energética, sino a la exigencia del cumplimiento nor-
mativo que responda a procesos incluyentes y democráticos que 
atiendan las necesidades de todos los involucrados y no solo de 
algunos con intereses particulares. Por lo que estos procesos no 
pueden comprenderse como meros trámites a cumplir por los 
particulares involucrados o por la autoridad competente, sino 
más bien deben constituirse como mecanismos que les permita a 
las comunidades y pueblos indígenas influir realmente en el pro-
ceso de adopción de un proyecto, política, legislación o decisión 
que les pueda repercutir positiva o negativamente. De ahí que las 
consultas deben ser entendidas como negociaciones (adopción 
de decisiones por consenso), más que imposiciones de una parte 
sobre la otra.15

III. La evaluación de impacto social  
vinculada al derecho a la consulta

En el sistema jurídico mexicano el procedimiento para la aproba-
ción de un proyecto de energía eléctrica, como puede ser el caso 
de un proyecto eólico, prevé conforme a la Ley de la Industria 
Eléctrica que la Secretaría de Energía (SENER) lleve a cabo pro-

12	 Naciones Unidas, Consejo de Derechos Humanos, Informe del Relator Espe-
cial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales 
de los indígenas, James Anaya, A/HRC/12/34, 15 de julio de 2009, párr. 41.

13	 Véase Cano Torres, Lee Roy y Rodríguez Cruz, Luis Alejandro, “El impacto 
social de las energías limpias en comunidades vulnerables. La energía eóli-
ca en la comunidad zapoteca de Juchitán de Zaragoza, Oaxaca”, Ambiente y 
Desarrollo, vol. 24, núm. 46, 2020, enero-junio, pp. 1-18.

14	 Ibidem, párr. 36.
15	 Véase Ibidem, párrs. 46, 49 y 51.
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cesos de consulta, los cuales deben atender las consideraciones 
arriba mencionadas, a su vez, es de señalar que para este tipo de 
proyectos, además de contar con los permisos y autorizaciones 
otorgados por la Comisión Reguladora de Energía (CRE) de con-
formidad con la Ley en comento, su Reglamento y demás dispo-
siciones administrativas que al efecto se expidan, adicionalmente 
se debe presentar ante la SENER, por parte del desarrollar del pro-
yecto, una Evaluación de Impacto Social (EVIS), entendida como: 

[E]l documento que contiene la identificación de las comunidades, 
y los puebls ubicados en el Área de Influencia de un Proyecto del 
sector energético, así como la identificación, caracterización, pre-
dicción y valoración de las consecuencias a la población que po-
drían derivarse del mismo y las medidas de mitigación y los planes 
de gestión social correspondientes.16

Comprendiéndose por Impacto Social:

[T]odos los cambios y consecuencias, positivas o negativas, que 
resultan del desarrollo de un Proyecto que se pueden experimen-
tar de forma perceptual o física, individual o colectiva, que pueden 
incidir en la forma de vida de las mujeres y hombres integrantes 
de una comunidad, su cultura, su cohesión, estabilidad, temores y 
aspiraciones, servicios e instalaciones, actividades económicas, sus 
sistemas de toma de decisiones, su entorno físico, su salud y bien-
estar, al igual que en sus derechos.17

La EVIS que queda a cargo de los particulares, no es un asun-
to menor, ya que las repercusiones sociales indudablemente tie-
nen un vínculo directo en la vulneración de los derechos huma-
nos de las comunidades y pueblos involucrados, cuya garantía, 
protección y respeto es responsabilidad del Estado mexicano, de 
ahí que la directriz para la elaboración y sobre todo la aprobación 
de la EVIS deba ser el entramado jurídico en derechos humanos, 
desde luego, conforme a los bloques de constitucionalidad y con-
vencionalidad derivados de las reformas al artículo1° constitu-
cional, siendo crucial la aplicación del principio pro persona. 

16	 DOF, Acuerdo por el que se emiten las Disposiciones Administrativas de 
Carácter General sobre la Evaluación de Impacto Social en el Sector Ener-
gético, 1 de junio de 2018, art. 2, frac. X.

17	 Ibidem, art. 2, frac. XI.
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Aunado a lo anterior, el carácter preventivo que debe impe-
rar en estas evaluaciones es un elemento que bien ha tomado 
en cuenta la Segunda Sala de la SCJN en el amparo en revisión 
1013/2019,18 al estimar que:

[L]a única interpretación compatible con el derecho a la consulta 
es que la Evaluación de Impacto Social y la consulta a comunidades 
indígenas, debe hacerse siempre de manera previa a la etapa de au-
torización de la CRE, que en su caso, tendría que tomar en cuenta 
estos dos requisitos en su decisión de aprobar el proyecto de gene-
ración de energía eléctrica.

Sostener lo contrario, nos llevaría a respaldar que las consultas en 
el marco de los proyectos de energía eléctrica no cumplan con el 
requisito de ser previas, puesto que no se daría desde las primeras 
etapas de planeación. Además, habría una “decisión administrativa” 
tomada en torno al proyecto (la autorización de la CRE) sin que se 
hubieren llevado a cabo las consultas para dicha determinación.19

 Lo anterior es una interpretación conforme con el derecho 
a la consulta a comunidades y pueblos indígenas, enfatizando la 
importancia del enfoque participativo real y efectivo, donde “una 
vez que se haya llegado a un acuerdo o se haya dado el consenso 
por parte de las comunidades indígenas, de ser el caso, el parti-
cular interesado podrá proceder a solicitar el permiso o autoriza-
ción por parte de la Comisión Reguladora de Energía”.20

De modo que, esta interpretación erige al derecho a la consul-
ta previa como eje rector antes de realizar un proyecto de energía 
eléctrica que pueda afectar a pueblos y comunidades que viven 
en el área de influencia. Pues como se ha señalado, la consulta no 
puede percibirse como parte de un trámite administrativo, es un 
derecho que al abarcar a los derechos de participación e informa-
ción, tiene como finalidad que los implicados se involucren desde 
la planeación del proyecto, y que con información completa, ob-
jetiva, comprensible y oportuna tengan incidencia en el mismo, 
donde se vean reflejados sus intereses, opiniones, decisiones, y 

18	 Resuelto en sesión el 6 de mayo de 2020.
19	 Párrafos 144 y 143.
20	 Párrafo 147.
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sean realmente identificados los impactos sociales negativos (así 
como los ambientales) que se puedan prever, y los positivos, 
plasmados en acuerdos que definan los beneficios compartidos.21 
Lo anterior, mediante un enfoque diferenciado que permita aten-
der las necesidades de grupos poblacionales a razón de su edad, 
género, discapacidad, etc. Sin esta visión, estamos ante procesos 
que menoscaban los derechos humanos, fomentan la desigualdad 
y la marginación, desembocando en conflictos sociales que re-
chazan proyectos para la descarbonización.

IV. La debida diligencia en materia de  
derechos humanos: caso comunidad indígena  
de Unión Hidalgo, ProDESC y ECCHR vs. EDF

En este orden de ideas, destacamos la relevancia que últimamen-
te ha cobrado el deber de la debida diligencia de las empresas en 
materia de derechos humanos, la cual tiene como finalidad iden-
tificar, evaluar, prevenir, mitigar y subsanar (mediante el segui-
miento de procesos adoptados) los efectos negativos reales y po-
tenciales sobre los derechos humanos derivados de las actividades 
empresariales; cuyo antecedente son los Principios Rectores sobre 
las Empresas y los Derechos Humanos, emitidos en 2011 por la 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas, basados en 
las obligaciones de los Estados de respetar, proteger y cumplir los  
derechos humanos, así como en la responsabilidad que tienen 
las empresas de respetar tales derechos. Lo anterior, vinculado 
al acceso a la justicia mediante recursos adecuados y efectivos 
en caso de incumplimiento. Al respecto, las Líneas Directrices 
de la OCDE para empresas Multinacionales, actualizadas en 2011, 
contienen principios y recomendaciones no vinculantes para una 
conducta empresarial responsable, donde se hace referencia al 
respeto de los derechos humanos en cada uno de los países en 
que una empresa tiene operaciones, en este sentido las empre-
sas deben evitar causar o contribuir a violaciones de derechos 
humanos y comprometerse con los afectados en procesos de  

21	 Véase Olmedo Neri, Raúl Anthony, “Análisis del marco normativo en los 
megaproyectos: la Evaluación de Impacto Social (EVIS)”, Textual, núm. 73, 
2019, pp. 147-178.
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remediación; asimismo, se señalan en las directrices el deber del 
cumplimiento de normativas ambientales y laborales ligado a la 
adopción de medidas para su observancia.

De modo que, la prevención de los impactos negativos sobre 
las personas es el objetivo principal de la debida diligencia en 
materia de derechos humanos, la cual debe ser continua, pues los 
riesgos pueden cambiar con el tiempo; y debe basarse en la par-
ticipación significativa de los interesados, en particular las partes 
afectadas y los defensores de los derechos humanos, indudable-
mente, como partes constitutivas en el proceso de desarrollo, im-
plementación y evaluación de las acciones de debida diligencia. 
Como se aprecia, en el tema que nos ocupa, muy vinculado a la 
justicia procesal, en torno a la aplicación efectiva de la consulta 
previa, libre e informada por parte de empresas (nacionales o 
extranjeras) que quieran implementar un proyecto en el sector 
energético en México.

Es de señalar que, la presión sobre la obligatoriedad de la de-
bida diligencia en materia de derechos humanos cada vez va en 
aumento, para ir más allá de simples recomendaciones o códigos 
de conducta voluntarios, siendo Francia el primer país en apro-
bar en 2017 la Ley sobre el deber de vigilancia de las sociedades 
matrices y empresas contratistas (Loi n° 2017-399 du 27 mars 
2017 relative au devoir de vigilance des sociétés mères et des en-
treprises donneuses d’ordre),22 en virtud de esta ley las empresas 
transnacionales están obligadas a respetar la normativa de dere-
chos humanos en sus actividades, ello al referirse a la casa ma-
triz o empresa contratista e incluidas sus subcontratistas, pro-
veedores y filiales que operen tanto en Francia como en otros 
países. La ley se remite a violaciones graves de los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales, la salud y la seguridad de 
las personas y el medio ambiente. Bajo estos parámetros, esta 
Ley busca promover y reforzarla responsabilidad social de las 
empresas.

22	 LOI n° 2017-399 du 27 mars 2017 relative au devoir de vigilance des 
sociétés mère, https://www.legifrance.gouv.fr/eli/loi/2017/3/27/EC-
FX1509096L/jo/texte
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Su ámbito de aplicación es amplio, abarca todos los sectores, 
cuyas empresas sometidas a la Ley23 están obligados a presentar 
un plan de vigilancia anual, el cual es público y tiene un carácter 
preventivo, debe incluir un mapeo de riesgos; procedimientos de 
evaluación de la situación de sus filiales, subcontratistas o pro-
veedores; acciones para detectar, mitigar y evitar riesgos de per-
juicios graves contra los derechos humanos y el medio ambiente; 
mecanismos de recuperación de alertas; sistemas de seguimiento 
de medidas adoptadas para mitigar y prevenir los riesgos y de 
evaluación de eficacia. De acuerdo con la Ley cualquier persona 
nacional o extranjera podrá emprender una acción legal en ju-
risdicción francesa para exigir el cumplimiento de la normativa, 
en su caso, la empresa responsable podrá estar obligada a pagar 
daños y perjuicios a las víctimas, pero solo en caso de que no 
exista en plan de vigilancia, o bien este sea insuficiente o no se 
haya aplicado adecuadamente. Se destaca que la carga de la prue-
ba recae sobre los afectados, lo cual consideramos es en perjuicio 
de las víctimas ante la desigualdad entre las partes.24

La aplicación de esta Ley cobra especial importancia en este 
breve documento sobre la transición energética justa en México, 
concretamente en Oaxaca, ello a razón de que el 13 de octubre 
de 2020 representantes de la comunidad indígena zapoteca de 
Unión Hidalgo y las ONG ProDESC y el Centro Europeo de De-
rechos Constitucionales y Humanos (ECCHR) presentaron en 
Francia una demanda civil contra el gigante de la energía Élec-
tricité de France (EDF), alegando que su filial en México no esta-
bleció ni implementó medidas apropiadas para prevenir abusos 

23	 La ley es aplicable a cualquier empresa establecida en Francia que emplee al 
menos 5000 mil personas; y al menos 10000 personas en casa matriz, filia-
les directas o indirectas, con domicilio social en Francia o en el extranjero.

24	 Véase ActionAid Francia- Peuples Solidaires, Les Amis de la Terre France, 
Amnesty International France, CCFD-Terre Solidaire, Collectif Éthique sur 
l’Étiquette y Sherpa, Ley francesa sobre el deber de vigilancia de las empre-
sas matrices y empresas contratistas. Preguntas frecuentes, 2018; Guamán, 
Adoración, “Debida diligencia en derechos humanos y empresas transna-
cionales: De la ley francesa a un instrumento internacional jurídicamente 
vinculante sobre empresas y derechos humanos”, Revista Jurídica de los De-
rechos Sociales, vol. 8, núm. 2, julio-diciembre, 2018; Guamán, Adoración, 
“Diligencia debida en derechos humanos: análisis crítico de los principales 
marcos normativos estatales”, Trabajo y Derecho, núm. 87, 2022, pp. 7-9. 
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a los derechos humanos e impactos ambientales adversos en la 
ejecución del proyecto del parque eólico Gunaa Sicarú, por lo que 
se demanda el respeto de los derechos humanos de la comunidad 
afectada y la suspensión del proyecto eólico como medida caute-
lar, de conformidad con la Ley sobre el deber de vigilancia de las 
sociedades matrices y empresas contratistas.25

De acuerdo con la evaluación de los Planes de Vigilancia de 
EDF realizada por Sherpa (ONG defensora de derechos humanos y 
del medio ambiente frente a actores económicos), CCFD Terre So-
lidaire (primer ONG francesa de solidaridad internacional) y Bu-
siness & Human Rights Resources Centre (promueve los derechos 
humanos en las empresas y la erradicación de abusos) se ha de-
tectado que estos no son adecuados, al no vincular las actividades 
de la empresa con las violaciones de derechos humanos, cuya omi-
sión se ha reflejado en los proyectos eólicos desarrollados en Oaxa-
ca, tales como Gunaa Sicarú, La Mata, Cinco Palmas y La Ventosa.26

En el caso que nos ocupa, uno de los principales argumentos 
es el incumplimiento del derecho de consulta conforme al Con-
venio 169 de la OIT y demás disposiciones normativas aplicables 
mexicanas e internacionales. Desde el 2013 cuando EDF comen-
zó a planificar el proyecto, se alegó que transgredió los derechos 
de la comunidad a ser consultados e informados, y por tanto su 
derecho a dar o negar su consentimiento sobre este proyecto, au-
nado a que miembros de la comunidad y ONGs informaron sobre 
algunos casos, en que los representantes de la empresa ofrecieron 
dinero, alimentos o promesas para persuadir a algunos miembros 
de la comunidad a declinarse a favor del proyecto, sesgando así el 
proceso de consulta,27 lo que ha provocado polarización y escala-

25	 Business & Human Rights Resources Centre, EDF lawsuit (re indigenous 
rights in Mexico, filed in France), https://www.business-humanrights.org/
es/%C3%BAltimas-noticias/edf-lawsuit-re-indigenous-rights-in-mexico-fi-
led-in-france/

26	 Véase Sherpa et al., Le radar du devoir de vigilance. Électricité de France 
(EDF), https://plan-vigilance.org/company/electricite-de-france-edf/ Hud-
let Vázquez, Karen y Hodgkins, op. cit., p. 26.

27	 European Center for Constitutional and Human Rights (ECCHR), Pro-
DESC y CCFD-Terre Solidaire, Case Report. Wind farm in Mexico: French 
energy firm EDF disregards indigenous rights, ECCHR, 2020. p. 2.
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da de violencia contra los defensores de derechos humanos, pues 
hay quienes ven de manera favorable la promesa de empleos e 
inversiones y otros temen por la degradación ambiental y la pér-
dida de sus tierras, costumbres y cultura.28

Si bien es obligación del Estado asegurar el derecho a la con-
sulta previa, libre e informada en la ejecución de proyectos de 
este tipo, de conformidad con lo señalado en los apartados an-
teriores, la empresa francesa incumplió con sus obligaciones al 
continuar con el proyecto sin estar plenamente garantizado este 
derecho e influir en la transgresión del mismo.

Desde entonces varios procedimientos legales se han promo-
vido en instancias nacionales sin mayores resultados sustancia-
les para la comunidad afectada. Por lo que, en este nuevo juicio 
transnacional, actualmente en curso, se espera una resolución 
que exija a EDF el cumplimiento de su deber de debida diligen-
cia, identificando, previniendo y mitigando de manera efectiva 
violaciones a derechos humanos resultantes del proyecto Gunaa 
Sicarú; que, de acuerdo con la Ley francesa, en caso de declararse 
el plan de vigilancia inadecuado o insuficiente procederá el pago 
de daños y perjuicios a las víctimas. En junio de 2024, el Tribunal 
de Apelación de París declaró admisible la acción judicial contra 
EDF, anulando las sentencias de primera instancia. Esta decisión 
permitirá un examen detallado de sus planes de debida diligen-
cia. Los próximos debates ante el tribunal de París darán luz so-
bre la aplicación práctica de esta ley y se esperan precedentes 
importantes.

El reclamo de la justicia procesal efectiva, donde el derecho 
a la consulta previa, libre e informada este siempre garantizado 
para los pueblos y comunidades indígenas, como elemento fun-
damental para una transición energética justa, no es un ideal a 

28	 De acuerdo con el Informe sobre la situación de las personas y comunidades 
defensoras de los derechos humanos ambientales en México, 2021, elaborado 
por el CEMDA, para el periodo del 1 de enero al 31 de diciembre de 2021, 
miembros de la comunidad indígena del municipio Unión Hidalgo, tanto 
hombres como mujeres sufrieron amenazas, hostigamiento e intimidación, 
por parte de la empresa privada que ejecuta proyectos de energía eléctrica 
(eólica), es decir por EDF, empresa que produce energía renovable en la 
región. op. cit., p. 61.
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perseguir, es la exigencia del cumplimiento de los derechos hu-
manos protegidos en la Constitución mexicana y en el derecho 
internacional, y que deben ser respetados y garantizados por el 
Estado, pero también por las empresas a razón del deber de de-
bida diligencia, según los estándares internacionales de Nacio-
nes Unidas y de la OCDE, que en el caso que nos ocupa, la Ley 
francesa es relevante para ir más allá de la voluntariedad de la 
responsabilidad empresarial en torno al respeto de los derechos 
humanos en sus operaciones globales, donde el plan de vigilancia 
es el instrumento medular, pues no es un documento declarati-
vo o informativo, implica ejecución de acciones y una revisión 
periódica de la evolución de los riesgos para los derechos hu-
manos y su correspondiente gestión para protegerlos. Si bien el 
parque eólico de EDF genera electricidad con fuentes renovables, 
contribuyendo a la descarbonización del sector, “this should ne-
ver happen at the expense of human rights. Businesses must respect 
human rights, including the specific rights of indigenous people, in 
each of their operations. The participation of other actors in the 
operation —be it other businesses as subcontractors or even state 
authorities— do not free them from this responsibility.”29 De modo 
que, “the energy transition can only be legitimate and sustainable 
if it respects the rights to land, natural resources, and fundamental 
rights of local communities.” 30

V. Conclusiones

La descarbonización del sector energético es necesaria para mi-
tigar el calentamiento global y sus impactos adversos en creci-
miento, sin embargo, esta transición energética debe respetar 
los derechos humanos para que sea justa, legitima y sostenible, 
pues lo contrario ha provocado conflictos socioambientales, la 
no aceptación de proyectos de energías renovables, la violencia 
contra defensores de derechos humanos y su estigmatización, así 

29	 European Center for Constitutional and Human Rights (ECCHR), Pro-
DESC y CCFD-Terre Solidaire, Case Report. Wind farm in Mexico: French 
energy firm EDF disregards indigenous rights op, cit., p. 1.

30	 Ibidem, p. 5.
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como la intensificación de las desigualdades sistémicas existen-
tes de los afectados, como es el caso de los pueblos y comunida-
des indígenas, quienes han visto transgredidos sus derechos en la 
planeación y ejecución de este tipo de proyectos. Especialmente, 
en México el derecho a la consulta constantemente no es respeta-
do, ello a pesar del gran bagaje normativo aplicable en el ámbito 
nacional e internacional, sin embargo, es un derecho medular, 
cuyo enfoque preventivo es destacable, tal como lo ha reconoci-
do la SCJN en su vínculo con las Evaluaciones de Impacto Social, 
procedentes para la autorización e implementación de un pro-
yecto energético, proceso que, además, no puede comprenderse 
como un mero trámite, pues su eje rector debe ser el entramado 
jurídico en derechos humanos conforme a los bloques de cons-
titucionalidad y convencionalidad, con la especial aplicación del 
principio pro persona, lo que permitirá superar el desequilibrio 
de poder existente entre las partes interesadas.

A su vez, subrayamos que la transición energética justa se re-
laciona con la responsabilidad social del sector privado, donde la 
obligatoriedad del deber de debida diligencia de las empresas en 
materia de derechos humanos cobra cada vez más relevancia. Es-
pecial importancia tiene la Ley francesa sobre el deber de vigilan-
cia, emitida en 2017, actualmente en discusión su cumplimien-
to en el caso Comunidad Indígena de Unión Hidalgo, ProDESC y  
ECCHR vs. EDF, un asunto que pone de manifiesto nuevas vías 
de acción jurisdiccional internacional para exigir la garantía y 
respeto de los derechos humanos ante la opacidad de los Estados 
en su deber de protección, pues esto no puede, ni debe eximir a 
las empresas de su obligación de ejercer la debida diligencia para 
prevenir abusos a los derechos humanos en su operatividad.
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